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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

DERECHO A LA SALUD DEL NIÑO/ Lesión por falta de diligencia al momento de otorgar valoración prioritaria para el diagnóstico/ Procedencia del tratamiento integral para garantizar la continuidad de la atención del sujeto de especial protección/ Exoneración de copagos y cuotas moderadoras por carencia de capacidad económica     

“(…) el caso de ahora involucra a un niño, cuyo estado de salud requiere un esmerado trato, pues (…) no se requieren mayores esfuerzos para avizorar el resquebrajamiento de sus derechos fundamentales, como quiera que, aunque ha recibido atención, con motivo de ella, desde el año 2013, y reiterada en el mes de septiembre de 2015, los médicos tratantes han expedido órdenes para valoración prioritaria especializada de “Endocrinología-Pediatría”, ante el diagnóstico de síndromes de malformaciones congénitas asociadas a pacientes de baja estatura que presenta y cuya ejecución, como viene de verse, se ha dilatado en el tiempo, sin que la familia del paciente cuente con los recursos económicos necesarios para asumir de su propio peculio los costos que allí derivan, situación que no fue refutada por la parte accionada (…)”

“(…) atendiendo todas aquellas circunstancias que rodean el caso puesto a consideración de la Sala, se concederá la prestación de un tratamiento integral, relacionado con la patología de que da cuenta la foliatura médica glosada a la demanda que incluirá, a propósito de lo relatado en el hecho 12 de libelo, aquellos suplementos vitamínicos que lleguen a ser ordenados por los médicos tratantes. Además, dada la condición económica de la madre del niño, no refutada por la entidad accionada, se le exonerará del pago de cuotas moderadoras o copagos para la prestación de los servicios acá amparados.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-274 de 2009 y T-433 de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero diez de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00021-00
Acta N° 59 febrero 10 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Yirleidy Quintero Bedoya, en calidad de representante legal de su menor hijo Samuel Zúñiga Quintero, en contra de la Seccional Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.  
ANTECEDENTES

 Yirleidy Quintero Bedoya, en calidad de representante legal de su menor hijo Samuel Zúñiga Quintero, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos constitucionales fundamentales “a la salud, la vida, la integridad y la seguridad social”, de los que este es titular y que estima conculcados por la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.
Relató, en síntesis, que su hijo cuenta 4 años de edad y padece síndrome de malformación congénita asociada a paciente de baja estatura con anemia crónica; en virtud de ello, desde el mes de noviembre de 2013, se dispuso su remisión a la especialidad de endocrinología pediátrica, que no se autorizó; lo mismo acaeció en julio de 2014 y, finalmente, el 17 de septiembre de 2015 se reiteró la referida atención con carácter prioritario, pero han sido en vano las peticiones que ha efectuado; manifiesta que son desplazados por la violencia y ella es madre cabeza de familia, pues si bien su hijo está afiliado al régimen de salud de la Policía Nacional, en calidad de beneficiario de su padre Helmer Enrique Zúñiga García, este solo aporta la cuota alimentaria; agregó que no tiene estabilidad laboral y en la actualidad cumple un contrato por el término de un (1) mes durante la temporada escolar, sin que sus ingresos superen el salario mínimo, ya que en ocasiones se dedica a la ventas ambulantes; el niño, por demás, demanda una alimentación especial y el suministro de vitaminas, ensure, pediasure, cuyo costo debe asumir porque no se los otorgan.
Pidió, por tanto, que en el término de 48 horas, se autorice y practique la cita médica especializada; que se brinde un tratamiento integral acorde con la patología que presenta y se disponga el cubrimiento de gastos de transporte y demás viáticos para el menor y un acompañante en caso de que deba recibir atención médica en ciudades distintas a la de su domicilio, así como la exoneración de cuotas de recuperación.
Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias del registro civil de nacimiento de Samuel Zúñiga Quintero, de su diagnóstico y de la orden prioritaria para endocrinología-pediatría, extendida el 17 de septiembre de 2015, en la que se hace énfasis acerca de que fue solicitada desde hace 2 años.
A la petición se le dio trámite y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Así lo hizo el Jefe Seccional Sanidad quien expresó, en resumen, que la entidad, con el fin de garantizar la prestación de los servicios asistenciales a sus usuarios, ha dispuesto los recursos necesarios para brindar la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica pertinente; que no han negado el servicio al usuario, tal como se demuestra con las diversas atenciones dispensadas; que se deben realizar trámites administrativos para remitir al menor a la ciudad en donde se cuente con la especialidad de “ENDOCRINOLOGÍA PEDIÁTRICA”, porque en la región no cuentan con la misma; que fue solicitada en Armenia, pero ello depende de la disponibilidad y agenda de los especialistas, quienes califican la prioridad acorde con la patología de los pacientes y, por tanto, están a la espera de que se confirme la cita. 
CONSIDERACIONES
Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, Yirleidy Quintero Bedoya, en calidad de representante legal de su menor hijo, el niño Samuel Zúñiga Quintero, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estima vulnerados por el ente accionado que no autoriza la cita especializada por endocrinología pediátrica que le fue ordenada desde hace aproximadamente dos años, reiterada en el mes de septiembre de 2015, atendiendo que padece síndromes de malformaciones congénitas asociadas a pacientes de baja estatura. 
  



Se sabe que el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas son fundamentales según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
, y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; tanto más si se trata de niños, niñas o adolescentes
, pues por vía directa lo ha reconocido así el artículo 44 de la Carta Política, en tanto que el parágrafo del artículo 6º de la citada ley, refiere la aplicación de los principios del régimen de salud, con acciones afirmativas en beneficio de este grupo poblacional, entre otros. 
  



Precisamente, el caso de ahora involucra a un niño, cuyo estado de salud requiere un esmerado trato, pues de acuerdo con lo que enseña la foliatura, no se requieren mayores esfuerzos para avizorar el resquebrajamiento de sus derechos fundamentales, como quiera que, aunque ha recibido atención, con motivo de ella, desde el año 2013, y reiterada en el mes de septiembre de 2015, los médicos tratantes han expedido órdenes para valoración prioritaria especializada de “Endocrinología-Pediatría”, ante el diagnóstico de síndromes de malformaciones congénitas asociadas a pacientes de baja estatura que presenta y cuya ejecución, como viene de verse, se ha dilatado en el tiempo, sin que la familia del paciente cuente con los recursos económicos necesarios para asumir de su propio peculio los costos que allí derivan, situación que no fue refutada por la parte accionada; antes bien, dio cuenta de que se están adelantado gestiones para procurar la materialización de la misma en otra ciudad.
  



Surge de allí que se desconoce (i) que  existe una orden médica que data de dos años atrás, aproximadamente, (ii) la necesidad del examen respectivo; y (iii) la calidad de sujeto de especial protección que tiene el accionante. 
 



No se olvide que en este caso, lo que está de por medio, es el diagnóstico definitivo, a partir de cuyos resultados se podrá determinar el verdadero estado del niño, así como los procedimientos, medicamentos u otros servicios que sean adecuados para su tratamiento. Y en este sentido, con suficiencia la Corte Constitucional ha hecho hincapié de tiempo atrás, sobre la necesidad y urgencia del mismo. En uno de tantos pronunciamientos, dijo, por ejemplo, en la sentencia T-274 de 2009 que: 
 

“En abundante jurisprudencia[18] esta Corporación se ha ocupado del análisis del derecho al diagnóstico como supuesto indispensable para la adecuada prestación del servicio de salud.

 

Así, en sentencia T-1181 de 2003 la Corte señaló el contenido preciso del derecho al diagnóstico. En dicha oportunidad esta Corporación indicó que tal garantía confiere al paciente la prerrogativa de exigir de las entidades prestadoras de salud la realización de los procedimientos que resulten precisos con el objetivo de establecer la naturaleza de su dolencia para que, de esa manera, el médico cuente con un panorama de plena certeza sobre la patología y determine “las prescripciones más adecuadas” que permitan conseguir la recuperación de la salud, o en aquellos eventos en que dicho resultado no sea posible debido a la gravedad de la dolencia, asegurar la estabilidad del estado de salud del afectado.

 

En igual sentido, en sentencia T-232 de 2004 la Corporación sostuvo que el alcance del derecho a la seguridad social no se agota en la posibilidad de obtener la atención médica, quirúrgica, hospitalaria y terapéutica requerida, sino que incluye, como presupuesto esencial, el derecho a un diagnóstico efectivo[19]. Dicho diagnóstico está orientado a precisar, de manera suficiente, la situación actual del paciente, lo cual permite a los facultativos la posibilidad de prestar un adecuado servicio de salud. Dichos exámenes, precisó la Corte, deben ser practicados con “la prontitud necesaria y de manera completa”[20].

 

En cuanto a la oportunidad en que debe ser realizado el examen diagnóstico, es preciso resaltar que la urgencia de su práctica no se da en forma exclusiva en aquellos eventos en los cuales la vida del paciente se encuentra en riesgo inminente, pues la demora injustificada en la atención de las enfermedades ordinarias, ocasionada por la falta de diagnóstico, supone un ilegítimo irrespeto al derecho a la dignidad humana, toda vez que dicha actuación dilatoria obliga al paciente a soportar las inclemencias de su dolencia, siendo éstas evitables con la puntual iniciación del tratamiento médico[21].

 

Sobre el asunto objeto de análisis, en sentencia T-860 de 2008 esta Corporación indicó lo siguiente a propósito de la oposición a la práctica de exámenes que permitan el establecimiento del origen de una determinada dolencia y su posterior atención:

 

[E]n ocasiones el médico tratante requiere una determinada prueba médica o científica para poder diagnosticar la situación de un paciente. En la medida que la Constitución garantiza a toda persona el acceso a los servicios de salud que requiera, toda persona también tiene derecho a acceder a los exámenes y pruebas diagnósticas necesarias para establecer, precisamente, si la persona sufre de alguna afección a su salud que le conlleve requerir un determinado servicio de salud. Esta es, por tanto, una de las barreras más graves que pueden interponer las entidades del Sistema al acceso a los servicios que se requieren, puesto que es el primer paso para enfrentar una afección a la salud. Así pues, no garantizar el acceso al examen diagnóstico, es un irrespeto el derecho a la salud[22] (énfasis fuera de texto).”

 

  



Debe recordarse que en situaciones como la presente está en juego tal derecho que es inherente al de la salud y garantiza la efectiva prestación del servicio para poder llevar una vida en condiciones dignas; así que,  conforme a lo delineado, resulta evidente que la parte accionada ha resquebrajado los derechos fundamentales reclamados, frente a lo cual no puede tener acogida la oposición que esgrime, cuando ha transcurrido tanto tiempo sin que se materialice aún el servicio que se reclama. 
En tal orden de ideas, se ampararán los derechos invocados y se le ordenará a la accionada que, por intermedio del jefe seccional, teniente coronel Juan Pablo Ávila Chacón, o quien haga sus veces, proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, a adelantar y materializar las gestiones necesarias para que Samuel Zúñiga Quintero, sea valorado por la especialidad de ENDOCRINOLOGÍA PEDIÁTRICA, que deberá hacerse efectiva, en todo caso, en un plazo no mayor a diez (10) días. Como se ha anunciado que la misma deberá realizarse en un lugar distinto al del actual domicilio del paciente, se deberán suministrar los viáticos necesarios (transporte, alojamiento, alimentación) para este y un acompañante, durante la estadía en el lugar que corresponda, por el tiempo que sea necesario, y en todas las oportunidades que se requiera. Esto con apoyo en la  jurisprudencia constitucional, que parte de la base de que si bien el sistema está regido por un principio de solidaridad, en virtud del cual, quien tenga medios económicos debe cubrir algunos gastos, generados en la materialización de la atención a sus usuarios, cuando se carece de ellos, y hay de por medio un sujeto de especial protección, supuestos que se dan en el presente caso, es la entidad prestadora del servicio la que deba asumir esa carga. En la reciente sentencia T-433 de 2014, para citar un precedente, dijo la Corte Constitucional que: 
“La Corte ha señalado que su rigor normativo excluye hipótesis que conforme a la jurisprudencia constitucional se entienden como susceptibles de ser cubiertas en casos particulares y específicos, como ocurre con el servicio de transporte y alojamiento al usuario y a un acompañante, cuando su situación económica les impide asumir el costo de un traslado y el respectivo hospedaje y manutención en una ciudad distinta a la que residen, con el propósito de acudir a citas, procedimientos o tratamientos médicos de los que depende la salvaguarda de la integridad física o la vida digna  de un menor de edad o de una persona con discapacidad.… En las anteriores circunstancias, esta Corporación haya (sic) señalado que es procedente conceder el transporte y alojamiento del paciente y de un acompañante, toda vez que la ausencia de recursos económicos, se convierte en una barrera injustificada para el acceso a servicios médicos necesarios para mejorar la condición de salud del paciente.

(…)

Ahora bien, como previamente se expuso, para que proceda el reconocimiento del servicio de trasporte y los viáticos a favor de un acompañante, es necesario acreditar que el paciente: “(i) dependa totalmente del tercero para su movilización, (ii) necesite de cuidado permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y finalmente, (iii) [que] ni el paciente ni su familia cuenten con los recursos económicos para cubrir el transporte del tercero”   

  



De igual forma, atendiendo todas aquellas circunstancias que rodean el caso puesto a consideración de la Sala, se concederá la prestación de un tratamiento integral, relacionado con la patología de que da cuenta la foliatura médica glosada a la demanda que incluirá, a propósito de lo relatado en el hecho 12 de libelo, aquellos suplementos vitamínicos que lleguen a ser ordenados por los médicos tratantes. Además, dada la condición económica de la madre del niño, no refutada por la entidad accionada, se le exonerará del pago de cuotas moderadoras o copagos para la prestación de los servicios acá amparados.





DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo impetrado por Yirleidy Quintero Bedoya, en calidad de representante legal de su menor hijo Samuel Zúñiga Quintero, en contra de la Seccional Sanidad Risaralda de la Policía Nacional. 
En consecuencia,  
1. Se ordena al Jefe Seccional de la entidad, teniente coronel Juan Pablo Ávila Chacón, o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda adelantar y materializar las gestiones necesarias para que Samuel Zúñiga Quintero, sea valorado por la especialidad de ENDOCRINOLOGÍA PEDIÁTRICA; atención que deberá ejecutarse, en todo caso, en un plazo no mayor a diez (10) días. 

2. Para tal fin, deberá asumir la demandada los viáticos necesarios (transporte, alojamiento, alimentación) para el paciente y un acompañante, si la valoración referida se realiza en un lugar distinto al del domicilio de aquel, por el tiempo que fuere necesario, y en todas las oportunidades que se requiera. 

  



3. Se concede la  prestación de un tratamiento integral (medicamentos, exámenes, suplementos vitamínicos, intervenciones quirúrgicas, hospitalizaciones, cuidados intensivos, terapias, insumos y materiales médicos, valoraciones, entre otros), que derive del diagnóstico de “Síndromes de malformaciones congénitas asociadas PPMTE con estatura baja“, que ordenen los médicos tratantes.   
  



4. Se exonerará a la parte accionante del pago de cuotas moderadoras o copagos para la prestación de los servicios, suministros, atenciones y procedimientos dispuestos en virtud del amparo concedido.
De la gestión realizada se dará cuenta a esta Sala.

  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                  
DUBERNEY GRISALES HERRERA 

�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-425 de 2013
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